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PRESENTE Y FUTURO DEL URBANISMO VALENCIANO 
 
Alberto Ibort Franch y Marta Velasco Izquierdo | Socio y Abogada 

La Consejería de Política Territorial, Obras Públicas y Movilidad de la Comunidad Valenciana ha 
aprobado el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje 
aprobado por Decreto Legislativo 1/2021, de 18 de junio (“TRLOTUP”). 

A través de esta refundición se consigue (i) aumentar la seguridad jurídica del urbanismo 
valenciano mediante la integración y consolidación de la normativa urbanística que en los últimos 
años había sido sometida a distintas modificaciones de carácter anual; y (ii) adecuar el texto de la 
Ley 5/2014, de 25 de julio, de la Generalitat, de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje 
(“LOTUP”) al lenguaje inclusivo.  

Este TRLOTUP vendrá posteriormente acompañado de la elaboración de los reglamentos de 
planeamiento y de programación y gestión urbanística (y previsiblemente de disciplina) que 
desarrollarán el contenido de la normativa urbanística valenciana. 

Como es sabido, la función de un texto refundido no es introducir novedades en la normativa 
urbanística de aplicación, sino que su labor es consolidar, integrar, regularizar, aclarar y 
armonizar la normativa. 

En este sentido, el TRLOTUP mediante sus 310 artículos (i) introduce pequeños cambios en el 
orden y la sistemática, (ii) actualiza la denominación o de órganos competentes, (iii) corrige 
erratas, (iv) reordena artículos, etc. Todo ello con el fin de clarificar la redacción unitaria del texto. 

Así, como principales novedades del TRLOTUP (detalladas en la memoria justificativa del 
TRLOTUP) destacarían las siguientes:  

(i) se ha insertado en el articulado de la norma la mayoría de previsiones que figuraban en 
las disposiciones adicionales de la LOTUP, así como de la Agencia de Protección del 
Territorio;  
 

(ii) se han integrado las disposiciones transitorias de la Ley 1/2019 de 5 de febrero, 
especificando la fecha a la que se refieren las transitorias (e.g. se elimina la Disposición 
Transitoria Duodécima de la LOTUP al estar desfasada por haber transcurrido el plazo al 
que hacía referencia); 

 
(iii) se sistematizan las excepciones a la necesidad de declaración de interés comunitario en 

suelo no urbanizable; y  

 
(iv) se introducen mejoras puntuales en la redacción de concretos preceptos para clarificar y 

agilizar su tramitación por los distintos operadores. 
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En este sentido, se establece que los procedimientos iniciados con anterioridad a la LOTUP, a la 
Ley 1/2019 de 5 de febrero y a la Ley 9/2019 de 23 de diciembre se seguirán tramitando conforme 
a la legislación anterior. La anterior Disposición Transitoria 19ª se modifica por la Disposición 
Transitoria 25ª relativa a la regularización de instalaciones ganaderas avícolas existentes. Se 
añade la Disposición Transitoria 28ª sobre la fecha límite para el pleno funcionamiento de la 
Agencia Valenciana de Protección del Territorio. 

En relación con la introducción de las normas del lenguaje inclusivo (aprobado por la Disposición 
Adicional Segunda de la Ley 3/2020, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión 
administrativa y financiera y de organización de la Generalitat Valenciana, incluidas en el Informe 
de la Unidad de Igualdad de la Consejería de Política Territorial, Obras Públicas y Movilidad), el 
TRLOTUP sustituye términos como el urbanizador por agente urbanizador, el promotor por parte 
promotora/órgano promotor, los titulares de derechos por personas titulares, entre otros. Por ello, 
de cara a realizar la búsqueda de conceptos en el TRLOTUP convendría tener en cuenta esta 
previsión. 

Por último, como una de las novedades más recientes en el marco de la normativa urbanística 
conviene destacar el Plan Agiliza de Urbanismo (previsto que entre en vigor para finales de año) 
que tiene por objeto el fomento de la actividad económica de la Comunidad Valenciana y la 
simplificación administrativa de los procedimientos administrativos.  

En concreto, este Plan elaborado en colaboración con la Dirección General de Urbanismo ha 
realizado una intervención integral en los planes de urbanismo para agilizar su tramitación, 
ofreciendo guías de desarrollo de los informes sectoriales requeridos, una herramienta digital 
para toda su tramitación electrónica posterior y una adaptación normativa que agilice los 
permisos necesarios para la actividad urbanística.  

En este sentido, se están elaborando y redactando distintas guías (e.g. guía de perspectiva de 
género, de participación ciudadana, de agente regenerador) que serán publicadas en la web de la 
Dirección General de Urbanismo. 
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REFORMA EN EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE SUELO Y REHABILITACIÓN 
URBANA: EL IMPACTO DEL CAMBIO CLIMÁTICO EN EL PLANEAMIENTO Y 
GESTIÓN URBANÍSTICA  
 
Álvaro Fernández-Novel Rodríguez | Abogado 

El 21 de mayo de 2021 se ha publicado en el Boletín Oficial del Estado la Ley 7/2021, de 20 de 
mayo, de cambio climático y transición energética (“Ley 7/2021”), entrando en vigor el 22 de 
mayo de 2021.  

La Ley 7/2021 introduce novedades en materia de urbanismo y ordenación del territorio y modifica 
en consecuencia el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana (“TRLSRU”), a los 
efectos de adaptar las intervenciones en el planeamiento y desarrollo de suelo a las 
repercusiones del cambio climático. 

Para ello, la Ley 7/2021 establece en primer lugar una serie de aspectos a tener en cuenta en la 
planificación y gestión urbanística. En concreto: 

(i) Considerar los riesgos derivados del cambio climático en la elaboración de los 
instrumentos de planeamiento y gestión. 
 

(ii) Integrar en estos instrumentos las medidas necesarias para propiciar la adaptación al 
cambio climático. 
 

(iii) Adecuar las instrucciones de diseño de las edificaciones e infraestructuras a los efectos 
derivados del cambio climático, con el objetivo de disminuir las emisiones. 
 

(iv) Orientar el diseño, la remodelación y la gestión en el medio urbano para mitigar del efecto 
“isla de calor”1, evitando la dispersión a la atmósfera de las energías residuales 
generadas en las infraestructuras urbanas y favoreciendo el desarrollo de edificaciones 
en superficie como fuentes de energía renovable. 

 
Adicionalmente por medio de la Ley 7/2021 se ha modificado el artículo 20 del TRLSRU, 
incluyendo la prevención de riesgos derivados del cambio climático como uno de los principios a 
los que debe sujetarse la Administración en la ordenación de usos del suelo. Por lo tanto, esta 
modificación va en línea con el primero de los objetivos que marca la Ley 7/2021 en materia de 
planeamiento y gestión (i.e. considerar los riesgos derivados del cambio climático). 

Dentro de los riesgos del cambio climático inherentes a la ordenación del suelo, el TRLSRU señala 
los siguientes:  

                                                 
1 Este fenómeno se da con frecuencia en las grandes ciudades y consiste en que los núcleos urbanos 
experimentan temperaturas más altas que en sus alrededores. 
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(i) Riesgos derivados de los embates marinos, inundaciones costeras y ascenso del nivel del 
mar. 

(ii) Riesgos derivados de eventos meteorológicos extremos sobre las infraestructuras y los 
servicios públicos esenciales. 
 

(iii) Riesgos de mortalidad y morbilidad derivados de las altas temperaturas y, en particular, 
aquellos que afectan a poblaciones vulnerables. 
 

(iv) Riesgos asociados a la pérdida de ecosistemas y biodiversidad y, en particular, de 
deterioro o pérdida de bienes, funciones y servicios ecosistémicos esenciales. 
 

(v) Riesgos de incendios, con especial atención a los riesgos en la interfaz urbano-forestal y 
entre las infraestructuras y las zonas forestales. 

 
Con esta doble regulación –a través de la Ley 7/2021 y el TRLSRU− la prevención de riesgos 
derivados del cambio climático queda incorporada a la planificación y gestión urbanística, 
convirtiéndose en un aspecto que deberá ser analizado y justificado por la Administración en los 
procesos de tramitación de instrumentos urbanísticos.  

Estas nuevas previsiones sobre cambio climático resultan de aplicación: (i) a los planes, 
programas y estudios cuya tramitación no haya finalizado antes del 22 de mayo de 2021; y (ii) a 
las modificaciones que se lleven a cabo sobre los planes, estudios y programas cuya tramitación 
ya se hubiese completado antes del 22 de mayo de 2021.  



 

9 

 

EL TRIBUNAL SUPREMO CONFIRMA LA NECESIDAD DE RESERVAR UN 
PORCENTAJE DE SUELO RESIDENCIAL PARA VIVIENDA DE PROTECCIÓN PÚBLICA 
EN LAS ACTUACIONES DE TRANSFORMACIÓN URBANÍSTICA DE URBANIZACIÓN  
 
Paz Pardo Sieiro | Abogada 

 
El Tribunal Supremo se pronuncia en su Sentencia núm. 206/2021, de 16 de febrero de 2021, 
sobre la reserva de suelo de uso residencial para destino a vivienda social en el marco de 
actuaciones de urbanización (la “Reserva”).  
 
Como punto de partida, conviene puntualizar que la Reserva se empieza a regular con motivo de 
la creación de las “Actuaciones de Transformación urbanística” (las “ATU”) (i.e. actuaciones de 
urbanización y actuaciones de dotación), primero en la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo 2007 
(la “LS 2007”) y posteriormente en el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley de suelo. 
 
Actualmente resulta de aplicación el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana que prevé en su artículo 
20.1.b), en la misma línea que la normativa predecesora que, en términos generales, cuando se 
lleven a cabo actuaciones de urbanización se deberá destinar un porcentaje del suelo a albergar 
vivienda de protección pública que comprenda, como mínimo:  

 
(i) Un 30% en el caso de actuaciones de nueva urbanización (suelo en situación de rural).  

 
(ii) Un 10% en el caso de actuaciones de reforma o renovación de la urbanización (suelo en 

situación de urbanizado).  
 

A la vista de dicha normativa y de las dudas suscitadas con motivo de su aplicación en la práctica, 
los Tribunales Superiores de Justicia y el Tribunal Supremo se han venido pronunciando sobre 
esta cuestión en los últimos años (e.g. en el caso del Área de Planeamiento Remitido Mahou-
Vicente Calderón).  
 
Una de las sentencias más recientes es la sentencia del Tribunal Supremo, de 16 de febrero de 
2021, que analiza el caso del Área de Planeamiento Remitido 07.09 "TPA Raimundo Fernández 
Villaverde" (la “Sentencia”), en la que se perfilan, en línea con sentencias precedentes, las 
diferencias entre las actuaciones de urbanización y dotación y se aclara cuándo resulta de 
aplicación la citada Reserva. 
 
A continuación, se sintetizan los puntos más relevantes del fundamento jurídico segundo de la 
Sentencia en el que se analizan estas cuestiones:  
 

(i) Las diferencias entre ambos tipos de ATU son, en línea con lo indicado en la sentencia del 
Tribunal Supremo número 1.345/2017, de 20 de julio de 2017, las siguientes:  
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- Actuaciones de reforma o renovación de la urbanización: son aquellas 

actuaciones que crean ciudad pudiendo llegar a crear una ciudad diferente 
(tienen un plus cualitativo). 

- Actuaciones de dotación: son actuaciones cuyo objeto es el incremento de las 
dotaciones y, en consecuencia, mejoran la ciudad existente (tienen un 
componente cualitativo). 

 
En cualquier caso, ante la escasa precisión normativa, en la práctica no es sencillo 
reconocer cuándo estamos ante un tipo de actuación u otro y, en consecuencia, cuando 
resulta de aplicación la Reserva, ya que normalmente las actuaciones urbanizadoras de 
reforma o renovación de la urbanización comportan el incremento de dotaciones existentes 
y no por ello se debe pensar que se está ante una actuación de dotación.  
 

(ii) La exigencia de prever la Reserva se desvincula del tipo de instrumento urbanístico que 
se tramite y de la clase y categoría de suelo sobre el que se actúa, siendo lo relevante el 
tipo de actuación que se lleva a cabo (de urbanización o de dotación).  
 

(iii) La Reserva opera ope legis en cualquier actuación de urbanización que se lleve a cabo 
tras la entrada en vigor de la LS 2007, lo contemple o no el planeamiento que habilita 
dicha actuación, ya que, la Reserva está prevista en la normativa estatal básica. 
 

Finalmente, la Sentencia concluye que siempre que se lleva a cabo una actuación de 
urbanización, cuyo uso predominante sea el residencial, se debe aplicar la Reserva con 
independencia de la naturaleza del instrumento de planeamiento que habilite dicha actuación y 
la clasificación del suelo sobre la que se ejecuta. 
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CATALUÑA. EL TRIBUNAL SUPREMO CONFIRMA LA DENEGACIÓN DE UNA 
LICENCIA COMERCIAL PARA LA IMPLANTACIÓN DE UN GRAN ESTABLECIMIENTO 
COMERCIAL EN TRAMA URBANA CONSOLIDADA 
 
José del Saz-Orozco Monsalve | Abogado 

Sentencia nº 780/2021, de 2 de junio de 2021, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Supremo [Recurso de Casación nº 7725/2019] 

El pasado 2 de junio de 2021 el Tribunal Supremo, en su Sentencia nº 780/2021 (el “TS” y la 
“Sentencia del TS”), desestimó el recurso de casación formulado por una sociedad mercantil (la 
“Recurrente”) contra la Sentencia del Tribunal de Justicia de Cataluña2 (la “Sentencia del TSJC”), 
que a su vez desestimaba el recurso de alzada interpuesto contra la Resolución, de 19 de 
septiembre de 2016, de la Directora General de Comercio. 

A este respecto, dicha Resolución tenía por objeto denegar la licencia comercial solicitada por la 
Recurrente para la implantación de un gran establecimiento comercial territorial en Tarragona. La 
recurrente fundamentaba su solicitud de licencia comercial argumentando que el establecimiento 
era colindante a una concentración comercial (las “CC”) equiparada a una trama urbana 
consolidada (las “TUC”).   

Sin embargo, la Sentencia del TSJC consideró que esta equiparación no es posible al no cumplir 
con los requisitos fijados en los artículos 9.3, 9.4 y Disposición Adicional Undécima (la “DA 11ª”) 
de la Ley 1/2009 de ordenación de los equipamientos comerciales (la “Ley 1/2009”). En 
particular, se argumenta que, efectivamente, los citados artículos establecen una equiparación 
entre las TUC y las CC; si bien, en ningún caso dicha equiparación podría sobrepasar la 
delimitación de tales concentraciones urbanas, situación que concurre en el presente caso. Así, 
se argumenta que el segundo inciso de la DA 11ª es claro al excluir las actuaciones que 
sobrepasen los límites grafiados de cada CC. Por consiguiente, la equiparación de las CC a las 
TUC se referiría únicamente al ámbito territorial delimitado en las mismas, sin que dicha 
delimitación pueda sobrepasarse ni total ni parcialmente. 

Frente a esta Sentencia del TSJC, la Recurrente interpuso un recurso de casación con base en los 
siguientes motivos jurídicos: 

(i) Vulneración del artículo 15.3 de la Directiva de Servicios 2006/123/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado 
interior (la “Directiva de Servicios”).  
 

(ii) Vulneración del artículo 9.2 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso 
a las actividades de servicios y su ejercicio (la “Ley 17/2009”). 

 
                                                 
2 Sentencia, de 16 de julio de 2019, dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Cataluña en el recurso nº 83/2017. 
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(iii) Inaplicabilidad del DA 11ª, apartado 2, último inciso (por la que se deniega la solicitud de 
la licencia comercial), por contravenir el artículo 15.3 de la Directiva de Servicios y 9.2 de 
la Ley 17/2009, en cuanto la limitación establecida en el mismo y que en ningún caso está 
justificada ni resulta justificable.  
 

(iv) Ni la Exposición de Motivos del Decreto Ley 1/2009, de 22 de diciembre, de ordenación 
de los equipamientos comerciales (el “Decreto Ley 1/2009”) ni la Ley 9/2011 de 29 de 
diciembre de Promoción de la Actividad Económica (la “Ley 9/2011”) justificarían el 
cumplimiento de los requisitos del artículo 15.3 de la Directiva de Servicios. 
 

(v) La DA 11ª vulneraría la Directiva de Servicios y la Ley 17/2009, por cuanto impone una 
limitación a la libertad de establecimiento sin que tal limitación esté justificada ni sea 
justificable.  
 

(vi) No concurrirían razones imperiosas de interés general que justifiquen la denegación de la 
licencia comercial solicitada. El establecimiento comercial no presentaría ningún impacto 
negativo desde el punto de vista urbanístico, del entorno urbano, medio ambiente o el 
patrimonio-histórico-artístico.  
 

(vii) Procedencia de realizar una interpretación del inciso final del apartado 2 de la 
Disposición Adicional Undécima al ser compatible con la Directiva de Servicios y la Ley 
17/2009.  

Por su parte, la Administración apelada sostuvo que la interpretación de la Sentencia del TSJC 
recurrida sería correcta, sin que se pudiera entender desproporción o discriminación en la medida 
adoptada, alegando que la exigencia de no sobrepasar los límites de la CC no supondría ninguna 
discriminación ni limitación desproporcionada que afectase al derecho de libertad de 
establecimiento.  

Adicionalmente, la Administración apelada sostuvo que la modificación introducida en la DA 11ª 
permite que las CC preexistentes subsistan económicamente, asimilándolas parcialmente a las 
TUC, pero teniendo en consideración que se tratan de situaciones de hecho excepcionales que 
quebrantan los principios3 recogidos en el Decreto Ley 1/2009, sin que en ningún caso se les 
permita crecer de la delimitación regulada en los artículos 9.3.b y 9.4 del Decreto Ley 1/2009.  

Con base en lo anterior, y a la vista de los argumentos expuestos por las partes, la Sentencia del 
TS ha confirmado el fallo de la Sentencia TSJC, con base en los siguientes argumentos:  

(i) En primer lugar, se analizan los artículos 9.3, 9.4 y Disposición Adicional Undécima del 
Decreto Ley 1/2009, concluyendo de manera idéntica a lo señalado en la Sentencia del 
TSJC, estableciendo que “resulta claramente que la equiparación de las concentraciones 
comerciales (CC) a las tramas urbanas consolidadas (TUC) se refiere únicamente al 
ámbito territorial delimitado de las mismas, delimitación que no cabe sobrepasar ni total 

                                                 
3 Principio de compacidad y protección del medio ambiente. 
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ni parcialmente y que tiene su justificación, como en la situación de crisis económica 
existente en el año 2011, para facilitar la subsistencia y desarrollo de las empresas 
situadas en las concentraciones comerciales. De ahí que la equiparación a las TUC se 
proyecte dentro de los límites de la CC previamente establecidos”.  

Adicionalmente la Sentencia del TS confirma que la equiparación establecida entre las CC 
ya existentes y las TUC no supone una restricción o limitación del derecho a la libertad de 
establecimiento, sino que, por el contrario, favorece el ejercicio del mismo.  

(ii) En segundo lugar, en relación con la pretensión de la parte Recurrente sobre una eventual  
vulneración por parte de la DA 11ª del art.15.3 de la Directiva de Servicios y el art. 9.2 de la 
Ley 17/2009, la Sentencia del TS hace alusión a jurisprudencia comunitaria4 referida a 
actuaciones administrativas o normas que suponen limitaciones o restricciones a la 
libertad de establecimiento y cuya validez exige que aparezcan justificadas por razones 
de interés general y que no resulten discriminatorias ni desproporcionadas.  

A este respecto, la Sentencia del TS aclara que esta situación no se da en el presente 
supuesto. Así, la Recurrente pretende atribuir a la referida DA 11ª el carácter de norma 
restrictiva que limita el ejercicio del derecho a libertad de establecimiento, carácter que el 
Tribunal Supremo deniega. 

En definitiva, tanto la Sentencia del TSJC como la Sentencia del TS concluyen que la regulación del 
Decreto Ley 1/2009 (especialmente la DA 11ª, apartado 2, último inciso), con base en la cual se 
denegó la licencia comercial solicitada por la Recurrente, no contravienen la normativa 
comunitaria5 ni la Ley 17/2009 y en ningún caso suponen una limitación en la libertad de 
establecimiento.  

  

                                                 
4 Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 24 de marzo de 2011(C-400/08) del Tribunal; 
Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 157/2016 de 22 de septiembre; Sentencia del Tribunal Supremo 
de 21 de junio de 2016 (rec. 1608/2014) y 29 de mayo de 2017 (rec.1702/2016) 
5 Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2006, relativa a los 
servicios en el mercado interior, en especial su artículo 15.3. 
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CATALUÑA. EL TRIBUNAL SUPREMO SE PRONUNCIA SOBRE LAS LIMITACIONES 
A LOS PISOS TURÍSTICOS CONTENIDA EN EL PLAN ESPECIAL DE URBANISMO 
QUE REGULA LAS VIVIENDAS DE USO TURÍSTICO EN BARCELONA 
 
Beatriz Álvarez Mallo | Abogada 

Sentencia nº 779/2021, de 2 de junio de 2021, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Supremo [Recurso nº 7477/2019] 

El pasado 2 de junio de 2021 la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo 
desestimó el recurso interpuesto por la Asociación de Apartamentos Turísticos de Barcelona 
(“Apartur”) frente al Plan Especial urbanístico para la regulación de las viviendas de uso turístico 
de 2016 (el “Plan Especial” y la “Sentencia”), señalando que se trata de un instrumento legítimo 
para someter a previa autorización administrativa el ejercicio de una actividad de vivienda de uso 
turístico. 

El Plan Especial establece límites al acceso y ejercicio de alquileres turísticos, cuestión que, 
según Apartur, podría resultar contraria a la Directiva 2006/123/CE (la “Directiva”) y a la Ley 
17/2009, de 23 de noviembre sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio (la 
“Ley 17/2009”), que traspone la Directiva al ordenamiento español. 

En concreto, el Plan Especial impone los siguientes requisitos: (i) subordina el ejercicio de la 
actividad a una densidad máxima de viviendas de uso turístico limitada a las existentes; (ii) 
decrecimiento de habilitaciones de viviendas de uso turístico en zonas específicas; (iii) 
prohibición de implantar viviendas de uso turístico en entidades con uso de viviendas a 1 de julio 
de 2015; y (iv) fija un índice del 1,18 % de densidad máxima de viviendas de uso turístico por 
manzana en determinadas zonas. 

La Sentencia ratifica la decisión del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, avalando la 
autorización requerida por el Plan Especial y pronunciándose del siguiente modo:  

1. El Plan Especial puede imponer limitaciones de acceso a la actividad sobre la base de la 
normativa europea y española 
 
 El Plan Especial no vulnera las normas sobre la libertad de accesos a las actividades 

de servicio, pudiendo imponer limitaciones al ejercicio de la actividad de uso 
turístico teniendo en cuenta la limitación ya impuesta en el planeamiento, como ya 
se indicó en la STS 75/2021, de 26 de enero. 
 

 El Plan Especial señala requisitos para que una actividad o servicio pueda ser 
sometido a previa autorización administrativa.  

 
 Cuando la regulación de la libertad de establecimiento de servicios se realiza 

directamente por el planeamiento urbanístico, debe ser el mismo planeamiento el 
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que contenga las exigencias que se imponen, tanto para someter la actividad a la 
previa autorización administrativa, como los requisitos para la concesión de dichas 
autorizaciones. 

 
 El propio Plan Especial debe adecuarse a la normativa europea y española pero no 

solo en cuanto a la decisión de someter las VUT a previa autorización administrativa 
sino también los requisitos para esa autorización. 

 
2. La imposición de autorizaciones previas obligatorias es una medida proporcional y 

justificada por razones de interés general 
 
 Las condiciones impuestas en el Plan Especial para la concesión de la autorización 

son proporcionadas y están correctamente justificadas en la misma memoria del 
Plan Especial, conforme a la norma comunitaria y española. 
 

 Es así puesto que facilitan la función planificadora de los Ayuntamientos, y por tanto 
la existencia de viviendas susceptibles de arrendamientos residenciales.  
 

 Se trata de una cuestión que el Tribunal entiende comprendida dentro del artículo 
3.11 de la Ley 17/2009 que establece las razones de interés general que justifican 
este tipo de limitaciones de acceso a actividades. 

Con todo ello, la Sentencia rechaza las pretensiones de Apartur y ratifica la decisión adoptada por 
la sentencia de instancia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Cataluña, que consideró suficientemente motivada la imposición de los límites a la 
actividad de viviendas de uso turístico mediante el Plan Especial. 
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EL TRIBUNAL SUPREMO DECLARA LA NULIDAD DEL PLAN GENERAL DE 
ORDENACIÓN URBANÍSTICA DEL PUERTO DE SANTA MARÍA 
 
 
Ane Basterretxea | Abogada 

Sentencia nº 749/2021, de 27 de mayo de 2021, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Supremo [Recurso de Casación nº 1412/2020] 

El 27 de mayo de 2021, la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo (el 
“Tribunal Supremo” o el “Alto Tribunal”) dictó la Sentencia nº 749/2021, en virtual del cual se 
declara la nulidad de: (i) la Orden de 5 de noviembre de 2013, por la que se dispone la publicación 
de la Normativa Urbanística de la revisión del Plan General de Ordenación Urbanística de El Puerto 
de Santa María; y (ii) la Orden de 6 de marzo de 2015, por la que se dispone la publicación de la 
normativa urbanística del documento de levantamiento de las suspensiones de la revisión del 
Plan General de Ordenación Urbanística del Puerto de Santa María (el “PGOU”). 

El Tribunal Supremo resuelve el recurso de casación interpuesto por El Ayuntamiento de El Puerto 
de Santa María (el “Ayuntamiento”), cuyo interés casacional radica en determinar si cabe 
apreciar como causa de nulidad la falta de integridad del PGOU por su aprobación mediante actos 
sucesivos cuando su resultado final difiera radicalmente del inicialmente propuesto por el 
Ayuntamiento y que afecte, a su vez, a aspectos sustanciales y estructurales.  

En este sentido, el Tribunal Supremo señala que, de conformidad con la jurisprudencia, cabe 
defender la admisibilidad de la aprobación parcial de los planes generales de ordenación urbana 
en aplicación de lo dispuesto en el artículo 132 del Reglamento de Planeamiento y los principios 
de autonomía municipal y eficacia de la actuación administrativa. No obstante, dicha admisión 
quedaba condicionada a que la solución resultante del plan general parcial mantenga coherencia 
respecto a aquellos extremos que no se aprueben. Es decir, pueden quedar en suspenso ciertas 
determinaciones o ámbitos objeto de corrección, pero solo será admisible la aprobación parcial 
cuando “estos obstáculos que impidan la aprobación definitiva total no afecten al modelo 
territorial fundamental que debe subsistir en sus líneas definidoras en la parte aprobada, de 
forma que la solución resultante mantenga coherencia”. 

A sensu contrario y de conformidad con lo dispuesto por el Alto Tribunal, no se ajusta a dicha 
doctrina una aprobación definitiva parcial de un plan general en el que los obstáculos para su 
aprobación afecten a aspectos sustanciales y estructurales que modifiquen el modelo territorial 
previsto en el plan aprobado provisionalmente y que derive en sucesivas correcciones parciales y 
consiguientemente en sucesivas publicaciones parciales, dando lugar a un resultado final que 
dista del inicialmente propuesto. 

En definitiva, el Tribunal Supremo declara la nulidad del PGOU toda vez que: (i) le falta integridad 
derivada de su aprobación mediante actos sucesivos; (ii) su aprobación definitiva difiere 
radicalmente de lo inicialmente propuesto por el Ayuntamiento; y (iii) se ven afectados aspectos 
sustanciales y estructurales (e.g. ambientales, viviendas protegidas, patrimonio cultural, etc.).  



 

17 

 

IMPULSO DEL DESARROLLO URBANÍSTICO DE VALDECARROS 
 
Lucía Taracena | Abogada 

El Ayuntamiento de Madrid (el “Ayuntamiento”) firmó, el pasado 25 de mayo de 2021, el 
Convenio Urbanístico de Gestión del Suelo Urbanizable Sectorizado Pormenorizado UZPp 3.01 
“Desarrollo del Este-Valdecarros” con la Junta de Compensación Desarrollo del Este-Valdecarros 
(el “Convenio”, el “Ámbito”, y la “Junta de Compensación”, respectivamente) para iniciar el 
desarrollo urbanístico este año. 

El Ámbito está ubicado al sureste de Madrid, entre el Ensanche de Vallecas y el parque Lineal del 
Manzanares, y es uno de los desarrollos que componen la Estrategia del Sureste, junto a los 
ámbitos de Los Berrocales, Los Ahijones, Los Cerros y El Cañaveral. Con una extensión 
aproximada de 19.000.000 m², es el más grande de los cinco ámbitos de los desarrollos del 
sureste de Madrid. 

La propiedad del suelo de Valdecarros se divide entre: (i) promotores (i.e. Pryconsa y Zapata), a 
los que les pertenece un 30,5%; (ii) entidades financieras y fondos (i.e. Santander, Sabadell, 
BBVA y Sareb), con un 18,3% de los suelos; (iii) Administraciones públicas (principalmente la 
Comunidad de Madrid y el Ayuntamiento), a los que les pertenece un 35,7%; y (iv) otros dueños, 
que poseen un 15,5% de los suelos.  

El objetivo del desarrollo urbanístico de Valdecarros es construir 51.656 viviendas, de las cuales 
se espera que 28.410 sean protegidas (tanto viviendas de protección pública de precio básico 
como limitado), a lo largo de los próximos 20 años, con la finalidad de albergar a 150.000 
personas aproximadamente.  

Entre los objetivos del Convenio encontramos los siguientes: 

(i) Establecer los criterios para asegurar la distribución equitativa de los beneficios y las 
cargas para la gestión y el desarrollo del Ámbito entre todos los propietarios. 
 

(ii) Determinar las garantías que aseguren la completa urbanización del Ámbito y la 
viabilidad de la actuación. Dichas garantías deberán ser presentadas por la Junta de 
Compensación ante el Ayuntamiento. 
 

(iii) Creación de una Comisión de Seguimiento participada por las correspondientes áreas del 
Ayuntamiento y de la Junta de Compensación, cuyas funciones serán, entre otras: (a) 
evaluar el desarrollo y cumplimiento del Convenio; (b) establecer las prioridades 
necesarias para la ejecución del mismo; y (c) resolver conflictos que puedan producirse 
durante el cumplimiento del Convenio. 

El primer desarrollo del Ámbito se realizará mediante un plan de tres etapas. Se estima que las 
obras de la primera etapa de urbanización empiecen en septiembre de este año, y contemplará 
2.580 viviendas de las cuales 1.664 serán protegidas. Posteriormente, la segunda y la tercera 
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etapa comenzarán en julio y agosto de 2022, con la construcción de 4.607 viviendas en la 
segunda y 6.184 viviendas en la tercera.  

Adicionalmente, cabe mencionar que el desarrollo del Ámbito supondrá un notable impulso a la 
ejecución del parque de Los Cantiles del Manzanares, que forma parte del proyecto Bosque 
Metropolitano, la gran infraestructura verde de 75 kilómetros que rodeará toda la ciudad de 
Madrid (vid. Newsletter de abril de 2021 “El Bosque Metropolitano: una infraestructura verde para 
la ciudad de Madrid”). 

La firma del Convenio ha supuesto un importante avance y ha conllevado a que la Junta de 
Compensación pueda iniciar: (i) la licitación de las obras de urbanización de las ocho etapas en 
las que se dividirá la urbanización de la zona; y (ii) el proyecto de expropiación y reparcelación, 
cuya aprobación se prevé para 2022. 

  



 

19 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Coordinadores de la Newsletter 
 

Alberto Ibort Franch 
Socio 

aibort@perezllorca.com 
Tel: +34 91 426 30 47 

 
 

Marta Velasco Izquierdo 
Abogada 

mvelasco@perezllorca.com 
Tel: +34 91 426 30 51 

  



 

20 

 

www.perezllorca.com 

 
 
 
 
 
 
Sede 
Castellana 50 
28046 ∤ Madrid 
 
Paseo de la Castellana, 259 A 
28046 ∤ Madrid 
— 
Diagonal 640, 8º A 
08017 ∤ Barcelona 
— 
110 Bishopsgate 
EC2N4AY ∤ London 
— 
375 Park Avenue, 38th floor 
10152 ∤ New York 

 
 


	5.  Presente y futuro del urbanismo valenciano
	7. Reforma en el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana: el impacto del cambio climático en el planeamiento y gestión urbanística
	9. El Tribunal Supremo confirma la necesidad de reservar un porcentaje de suelo residencial para vivienda de protección pública en las actuaciones de transformación urbanística de urbanización
	11. El Tribunal Supremo confirma la denegación de una licencia comercial para la implantación de un gran establecimiento comercial en trama urbana consolidada
	14. El Tribunal Supremo se pronuncia sobre las limitaciones a los pisos turísticos contenida en el plan especial de urbanismo que regula las viviendas de uso turístico en Barcelona
	16. El Tribunal Supremo declara la nulidad del Plan General de Ordenación Urbanística del Puerto de Santa María
	17. Impulso del desarrollo urbanístico de Valdecarros

